
















































































































 

                                                  REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 

                                                     RAMA JURISDICCIONAL 

 

JUZGADO CIVIL MUNICIPAL DE MOSQUERA  

MOSQUERA    CUNDINAMARCA 

 

Agosto doce (12) de dos mil veintiuno (2021)   

 

PROCESO No. 2021-01028 

MOTIVO DEL PRONUNCIAMIENTO 

Se resuelve la consulta a la decisión sancionatoria proferida por la 

COMISARÍA SEGUNDA DE FAMILIA de esta municipalidad el 3 de agosto de 2021, 

mediante la cual se declaró probado el incumplimiento a la medida de 

protección impuesta a favor de RODRIGO ALFONSO FARIETA y se le sancionó con 

una MULTA de DOS (2) SALARIOS MÍNIMOS MENSUALES LEGALES VIGENTES. 

ANTECEDENTES  

TRÁMITE DE LA MEDIDA DE PROTECCIÓN 

1.- El 07 de diciembre de 2011 MARLENY CONSTANZA GUTIÉRREZ JARAMILLO, 

denunció los hechos ocurridos el día 6 de diciembre de ese año con su pareja 

sentimental RODRIGO ALFONSO FARIETA, pues adujó que se le acercó para 

despojarla de su teléfono móvil   propinándole “puños” y “patadas” en el cuerpo 

e insultándola con palabras soeces.  

2.- En la misma fecha la Comisaría Segunda de Familia, ordenó citar al 

señor RODRIGO ALFONSO FARIETA, a fin de que presentara sus descargos y 

solicitara las pruebas que considerara necesarias, ordenándose también la 

medida de protección provisional a favor de la quejosa, para lo cual se dispuso 

oficiar al Comando de Policía con el objeto de prestar vigilancia necesaria al 

lugar donde reside. 

Además, se ordenó conminar a RODRIGO ALFONSO FARIETA, con el fin de 

que cese todo acto de violencia y/o maltrato físico y amenazas, en contra de la 

señora MARLENY CONSTANZA GUTIÉRREZ JARAMILLO. 

Igualmente, se solicitó la intervención del equipo interdisciplinario, en aras 

de “realizar el estudio del contexto familiar, social, psicológico y comunitario a fin 

de nidificar los elementos protectores como de riesgo para el núcleo familiar” y 

se fijó fecha para audiencia. (pág. 6) 

4.- En la diligencia realizada el 29 de diciembre de 2011, rindió descargos y se 

profirió decisión avalando el acuerdo celebrado entre las dos partes, quienes se 

comprometieron a guardar paz y armonía, quedándoles prohibido agredirse 



mutuamente de manera física y verbal o con actitud amenazante y frente a sus 

hijos; “a ser más comprensivos y a poner fin a conductas que pongan en peligro 

su estabilidad emocional” por ser procedente legalmente y viable para la 

solución del conflicto.  

En la misma audiencia se ordenó tanto a la señora MARLENY CONSTANZA 

GUTIÉRREZ JARAMILLO como al señor RODRIGO ALFONSO FARIETA, lo siguiente: 

“a.-Prohibirles, que, de cualquiera de las formas posibles, y por cualquier medio 

vuelvan a agredirse entre ellos o hacer que con su comportamiento pueda de 

alguna manera resultar afectados. b.- Prohibirles que atenten contra la 

tranquilidad y el sosiego doméstico en su hogar.  c.- Prohibirles que le cause 

cualquier tipo de molestias en sus lugares de trabajo o domicilio familiar. d.- 

Disponer que cuando se dirijan entre ellos lo hagan en términos de compostura y 

con el respeto que se merecen como tal. e. Disponer que los señores RODRIGO 

ALFONSO FARIETA y MARLENY CONSTANZA GUTIÉRREZ JARAMILLO, acudan si así lo 

requieren a un tratamiento de pareja en una institución pública o privada que 

ofrezca tales servicios, con el fin de restablecer y proteger la dignidad, integridad 

y el equilibrio biopsicosocial de los miembros de la familia (…) 

“Caucionar a los señores   RODRIGO   ALFONSO   FARIETA   y   MARLENY   

CONSTANZA GUTIÉRREZ 

JARAMILLO para que a partir de la fecha se abstengan de realizar cualquier acto 

de violencia física, psicológica o verbal entre ellos, so pena de incurrir en las 

sanciones legales correspondientes” (pág. 45).  

 

INCUMPLIMIENTO 

5.- El 2 de mayo de 2019 señora MARLENY CONSTANZA GUTIÉRREZ 

JARAMILLO informó que su pareja incumplió con lo acordado en la audiencia de 

conciliación de fecha 29 de diciembre de 2011 (pág. 54). 

6.- Por lo anterior, mediante auto proferido el 17 de septiembre de 2019, se 

ordenó la intervención del equipo psicosocial en aras de “realizar el estudio del 

contexto familiar, social, psicológico y comunitario para identificar elementos 

protectores como de riesgo para el núcleo familiar”. Así mismo, se fijó como fecha 

para llevar a cabo la audiencia de que trata el artículo 11 de la Ley 575 de 2000, 

el día 16 de diciembre de 2019. 

7.- Así, en audiencia realizada en esa fecha, la Comisaria Segunda de 

Familia luego de esbozar sus argumentos, profirió decisión declarando que el 

señor RODRIGO ALFONSO FARIETA, no incumplió con la medida de protección 

contenida en audiencia de data 29 de diciembre de 2011; no obstante, se 

conminó a RODRIGO ALFONSO FARIETA a:  

Cesar “inmediatamente y se abstenga de realizar la conducta objeto de queja o 

cualquier acto de violencia física, sexual, verbal, psíquica, amenazas, agresión, 

ultraje, insultos, como todo acto de maltrato entre sí o por interpuestas personas y 

su demás núcleo familiar…” (pág. 110) 

8.-Nuevamente, el 04 de noviembre de 2020, la quejosa le comunicó a la 

Comisaria Segunda de Familia de este municipio, que el señor RODRIGO 

ALFONSO FARIETA, continuó ejerciendo sobre ella maltrato verbal y psicológico. 



En ese estado de las cosas, el despacho fijó el día 3 de agosto de 2021 para 

llevar a cabo la audiencia de que trata el artículo 11 de la Ley 575 de 2000, donde 

se declaró probado por primera vez el incumplimiento por parte de RODRIGO 

ALFONSO FARIETA de la medida de protección contenida en la audiencia de 

conciliación administrativa de violencia intrafamiliar No 00229/1211 en la 

Resolución de incidente de desacato de data 16 de diciembre de 2019, por lo 

que se procedió a la imposición de sanción (pág. 170) 

CONSIDERACIONES. 

De conformidad con lo previsto en el artículo 7º de la ley 294 de 1996, 

modificado por el artículo 4º de la Ley 575 de 2000, “el incumplimiento de las 

medidas de protección dará lugar a las siguientes sanciones: 

a). Por la primera vez, multa entre dos (2) y diez (10) salarios mínimos legales 

mensuales, convertibles en arresto, la cual debe consignarse dentro de los cinco (5) 

días siguientes a la imposición. La conversión en arresto se adoptará de plano 

mediante auto que solo tendrá recursos de reposición, a razón de tres (3) días por 

cada salario mínimo; 

b). Si el incumplimiento a la medida de protección se repitiere en el plazo de dos 

años, la sanción será de arresto entre treinta (30) y cuarenta y cinco (45) días”. 

La imposición de las referidas sanciones debe estar precedida del trámite a que 

alude el artículo 17 de la Ley 294 de 1996, modificado por el artículo 11 de la ley 575 

de 2000, en el cual deben respetarse las garantías del debido proceso y el derecho 

de defensa, en particular, la notificación del accionado, con la respectiva 

posibilidad de controvertir la solicitud de medida de protección, la petición y la 

práctica de pruebas, y la garantía de que la decisión adoptada se funde en las 

normas aplicables y las pruebas recaudadas. 

En el presente asunto, estudia el Juzgado la consulta a la decisión 

sancionatoria proferida por la Comisaria Segunda de Familia de esta 

Municipalidad el 3 de agosto pasado, decisión que se confirmará, como quiera 

que, fueron acreditados los hechos de incumplimiento por el señor RODRIGO 

ALFONSO FARIETA a las medidas de protección impuestas, con la prueba 

documental allegada. 

Lo anterior se puede determinar con los informes emitidos por los 

profesionales del equipo psicosocial de la Comisoria Segunda de Familia quienes 

determinaron:  

Informe de valoración de fecha 17 de noviembre de 2020, realizado por la 

psicóloga Claudia Patricia Sopo. 

“CONCLUSIONES; De acuerdo a lo comentado por la señora MARLENY 

CONSTANZA GUTIERREZ JARAMILLO, por parte de su esposo, el señor Rodrigo 

Alfonso Farieta, se han vuelto a presentar agresiones verbales y psicológicas, 

delante de sus hijos, después del año pasado haber realizado acuerdos de 

respeto y tolerancia, para continuar con su relación, porque así lo decidieron, al 

parecer, las agresiones se presentan por conflictos que la pareja ha tenido, 

relaciones extramatrimoniales de señor, ante la negativa de la señora de tener 

una vida de pareja, por lo que la señora está durmiendo en otra habitación. 

Manifiesta, por parte del señor Rodrigo Alfonso Farieta se presenta violencia 

económica, cuando se niega a aportar Jo que le corresponde, ante la negativa 

de la señora de tener relaciones sexuales y compartir habitación. Se sugiere a las 

partes cumplir con lo establecido con el despacho, en cuanto al cumplimiento 



de las medidas establecidas, tales como evitar por parte del señor Rodrigo 

Alfonso Farieta cualquier acto de violencia física verbal o psicológica, 

amenazas, insultos o cualquier acto que pueda llegar a afectar la integridad 

física o psicológica de la señora Marleny Constanza Gutiérrez y sus hijos. Es 

importante lleven a cabo tratamiento terapéutico con su EPS que hasta el 

momento han incumplido las partes". (pág. 154)  

INFORME DE VALORACIÓN SOCIO FAMILIAR efectuado el día 17 de 

noviembre de 2020, por la trabajadora social ADRIANA RODRÍGUEZ ROJAS. 

 "CONCEPTO SOCIAL Según ley 1557 de 2008: art 3 Consecuencia proveniente de 

la acción u omisión destinada a degradar controlar las acciones, 

comportamientos, creencias y decisiones de otras personas, por medio de 

intimidación, manipulación, amenaza, directa o indirecta, humillación, 

aislamiento o cualquier otra conducta que implique un perjuicio en la salud 

psicológica, la autodeterminación o el desarrollo personal”. 

De acuerdo al estudio socio familiar realizado es claro que dentro de la 

convivencia de las partes el señor Rodrigo Alfonso Farieta y la señora Marleny 

Constanza Gutiérrez ha existido violencia psicológica determinada por el manejo 

inadecuado del conflicto y celopatía en el subsistema conyugal quienes 

realizaron separación de cuerpos desde hace tres mes  aproximadamente, pero 

continúan residiendo en el mismo lugar, donde prevalecen un trato displicente 

entre las partes, según expone el señor Rodrigo reporta un episodio donde la 

señora Marleny lo amenaza con el cuchillo de la cocina en razón a que el mismo 

le pego una palmada en la cola, adicionando que la proveeduría económica 

familiar se encuentra a cargo únicamente de él, pues no cuenta con el apoyo por 

parte de la señora Marleny y sus hijas mayores quienes ya laboran para mantener 

el sustento de los integrantes del grupo familiar. Así las cosas, es importante que el 

sistema familiar acuerde lo concerniente a los gastos económicos familiares a fin 

de equilibrar los mismos de manera equitativa para todos los integrantes del 

sistema familiar que cuentan con empleo en la actualidad. 

De otra parte, se deben aclarar las medidas de respeto y buen trato como 

integrantes del sistema familiar, recordando que deben manejar una 

comunicación asertiva y evitar todo tipo de violencia entre las partes”. (pág. 157) 

En este punto, es importante resaltar que quienes tenemos la misión de 

administrar Justicia, constituye una OBLIGACIÓN aplicar el enfoque diferencial 

de género en todas nuestras decisiones, enfoque que consiste en el deber de 

reconocer, en caso de que ello sea relevante, la asimetría que puede existir entre 

mujeres y hombres por relaciones de poder, como lo ha considerado la Corte 

Constitucional, entre otras, en Sentencia T-338 de 2018. 

 

Entonces, para el presente caso se tiene que se trata de una mujer y 

madre, quien asegura que ha sido víctima de violencia verbal y psicológica 

reiterada, por parte de su compañero o ex compañero. 

 

 Es relevante, entonces, acudir al citado enfoque diferencial, teniendo en 

cuenta que la violencia contra la mujer constituye una manifestación de las 

relaciones de poder históricamente desiguales entre hombres y mujeres, que 

conducen a perpetuar la discriminación contra la mujer, obstaculizando su pleno 

desarrollo, según expuso la H. Corte Constitucional en la sentencia T-967 de 2014.  

 

La perspectiva de género, como enfoque diferencial, tiene como 

finalidad, la de hacer efectivo el derecho fundamental a la igualdad material, 

previsto en el artículo 13 de la Constitución Nacional, derecho que debe ser 



garantizado por los Estados, de conformidad con los tratados internacionales de 

derechos humanos, lo que lleva a concluir que se trata de una obligación de las 

autoridades judiciales aplicarla al interior de los procesos.  

 

En palabras del máximo Tribunal de lo Constitucional Sentencia SU – 080 de 

2020, magistrado ponente Dr. José Fernando reyes Cuartas: 

 

 “(…) analizar con perspectiva de género los casos concretos donde son parte 

mujeres afectadas o víctimas: i) no implica una actuación parcializada del juez en 

su favor; reclama, al contrario, su independencia e imparcialidad y ii) ello 

comporta la necesidad de que su juicio no perpetúe estereotipos de 

género[106] discriminatorios, y; iii) en tal sentido, la actuación del juez al analizar 

una problemática como la de la violencia contra la mujer, exige un abordaje 

multinivel, pues, el conjunto de documentos internacionales que han visibilizado la 

temática en cuestión -constituyan o no bloque de constitucionalidad- son 

referentes necesarios al construir una interpretación pro fémina, esto es, una 

consideración del caso concreto que involucre el espectro sociológico o de 

contexto que describe el calamitoso estado de cosas, en punto de la 

discriminación ejercida sobre la mujer”.  

 

Ahora, el derecho de las mujeres a vivir una vida libre de todo tipo de 

violencias y discriminación, ha sido consagrado ampliamente en instrumentos 

internacionales – ratificados por el Estado colombiano y que prevalecen sobre el 

ordenamiento jurídico interno como lo estipula el art. 93 de la Constitución 

Política- tales como la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto 

Internacional de Derechos Civiles y Políticos, la Convención Americana sobre 

Derechos Humanos, la Declaración sobre la Eliminación de la Discriminación 

contra la Mujer (1967); la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de 

Discriminación contra la Mujer, en adelante CEDAW (1981) y la Convención 

Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer 

(Convención de Belem do Pará). 

 

En el ámbito nacional, uno de los avances más significativos en estándares 

de garantía y protección a las mujeres víctimas de violencias es la Ley 1257 de 

2008, que se debatió y aprobó debido al gran rol del movimiento de mujeres y la 

bancada de mujeres en el congreso. Esta ley busca crear mecanismos para la 

prevención, atención y sanción de todo tipo de violencias en cabeza de 

diferentes instancias del Estado y con los deberes de la sociedad civil y la familia. 

 

De igual manera, la Corte Constitucional ha trazado una línea 

jurisprudencial estable, frente a la obligación de las autoridades judiciales de 

aplicar el enfoque diferencial de género en casos de violencia contra las 

mujeres, con el fin de administrar justicia de manera efectiva, en cada caso 

concreto. Particularmente, nos referimos a las sentencias T-878 y T-967 de 2014, T-

241 y T-012 de 2016, T-027, T-145 y T-735 de 2017, T-240, T-311 y T-338 de 2018, T-093 

de 2019, así como la reciente Sentencia SU – 080 de 2020.   

Sin más consideraciones el JUZGADO CIVIL MUNICPAL DE MOSQUERA 

CUNDINAMARCA ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPUBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, RESUELVE: 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2020/SU080-20.htm#_ftn106


PRIMERO: CONFIRMAR la decisión calendada 3 DE JULIO DE 2021 proferida 

por la COMISARIA SEGUNDA DE FAMILIA DE MOSQUERA al interior de la MEDIDA 

DE PROTECCION promovida por MARLENY CONSTANZA GUTIÉRREZ JARAMILLO 

contra RODRIGO ALFONSO FARIETA 

SEGUNDO: NOTIFÍCAR esta decisión a las partes, a la Defensora de Familia 

adscritos a este Despacho, por el medio más expedito. 

T ERCERO: Ejecutoriada esta sentencia, por contener la firma electrónica se 

entiende que se presume autentica y la misma podrá ser validada a través del 

siguiente link: https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica/valid

arDocumento 

CUARTO: Por secretaría y previas las constancias del caso, DEVUELVANSE las 

presentes diligencias al Despacho de origen. 

NOTIFÍQUESE, 
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